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de lo desatinado o lo caduco? ¿Las 
instituciones conceden espacio sufi-
ciente a profundizar en la obra de las 
escritoras, las incorporan como parte 
de la historia integral de la literatura 
o siguen siendo un capítulo aparte? 
Por ejemplo, son evidentes los esfuer-
zos de inclusión de la Coordinación 
de Literatura del inba al establecer la  
participación de lenguas naciona-
les en los certámenes y los premios 
dedicados a autoras como Nellie 
Campobello. El Premio Nacional 
Inés Arredondo de Trayectoria para 
autoras de más de 55 años es un avan-
ce en el reconocimiento de esa auto-
ridad. Y en el cartel del Diplomado 
de Literatura Mexicana del Siglo xx 
es claro que participan como docen-
tes mujeres y hombres de forma más 
o menos equitativa, pero las tres auto-
ras que aparecen están agrupadas en 
el apartado “Narrativa de mujeres: 
Vicens, Arredondo, Castellanos”. 
Una lectura atenta del programa 
completo revela que se incluye tam- 

bién a Campobello en la literatu-
ra de la Revolución, a Antonieta 
Rivas Mercado como parte de los 
Contemporáneos y a Elena Garro 
en el módulo dedicado a la literatura 
de Medio Siglo. Con toda probabi-
lidad se estudiará a otras escritoras, 
pero cabe hacerse más preguntas: al 
hablar del contexto de cada autora, 
sus temas e intereses precisos, ¿se 
considera el análisis de la crítica lite-
raria feminista o con perspectiva de 
género? La visibilización es impor-
tante, pero comprender los meca-
nismos por los que se soslaya la vida 
y la obra de las autoras –y reconocer 
la individualidad de cada creadora– 
es fundamental.

El reconocimiento del valor de la 
experiencia de las mujeres tanto en 
la esfera pública como en la privada 
permitirá que cada vez más ocupen 
los espacios formativos que las nece-
sitan, aunque debemos ser conscien-
tes de que su presencia no garantiza 
un cambio automático en la noción 

previa de mentoría. Hay que trans-
formar también la forma de enseñar 
y acompañar. La pedagogía femi-
nista (que puede ser ejecutada por 
cualquier persona, no solo por las 
maestras) sugiere que en esta rela-
ción el aprendizaje es permanente, 
tanto para las mentoras como para las 
jóvenes, que es necesario construir el 
diálogo a partir de la confianza y no 
de la jerarquía, que deben ser críticas 
y fomentar la autocrítica, que habrán 
de acompañarse las unas a las otras 
en decisiones que sean verdade- 
ras transgresiones personales, socia-
les e históricas. Es una tarea comple-
ja que requiere paciencia, respeto y 
constancia. Con el tiempo las men-
toras no serán necesarias solo para 
las mujeres, y quizás en el futuro no 
imaginemos cómo era, a decir de 
Juana Inés, un “grande daño el no 
haberlas”. ~

GABRIELA DAMIÁN MIRAVETE es escrito-
ra, editora, guionista y locutora de radio.

llevar el servicio a toda la población. 
Ejemplifiquemos: en Baja California 
operan once concesionarios comercia-
les, entre estos las tres cadenas nacio-
nales: Televisa, Televisión Azteca y 
Cadena Tres, pero la única conce-
sión de uso público es la de Canal 
Once en Tijuana. Un caso similar es 
Chihuahua, estado en el que operan 
trece concesionarios comerciales y 
la única señal pública es la de Canal 

En nuestro país la televisión es, por ley, un servicio público con-
cesionado con tres posibles usos: comercial, público o social. Sin 
importar la modalidad, toda televisora está obligada a brindar 

“los beneficios de la cultura a toda la población” (como estipula el artícu-
lo 6º de la Constitución). No obstante, es una función social que raramen-
te exigimos de los canales comerciales y que indudablemente esperamos 
de la televisión gestionada por el Estado o por las universidades públicas.

De acuerdo con datos del Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift), 
hoy día existen dieciocho sistemas de televisión operados por gobiernos 
estatales y siete televisoras operadas por instituciones públicas de educación 
superior; podrán parecer muchos canales, pero es una red insuficiente para 
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Once que se mira en tres plazas: las 
ciudades de Chihuahua, Delicias y 
Cuauhtémoc. En situaciones simila-
res se encuentran Sinaloa, Yucatán, 
Durango y Nayarit. Quizás el caso 
más desequilibrado lo encontramos 
en Tamaulipas, entidad donde ope-
ran doce concesionarios comercia-
les y la única concesión pública es la 
procedente del Sistema Público de 
Radiodifusión del Estado Mexicano 
(spr), que se recibe solo en Tampico.

Estamos muy lejos de garantizar 
a los más de ciento veintisiete millo-
nes de mexicanos el acceso a cuan-
do menos una señal de televisión 
pública, también estamos muy lejos 
de contar con una televisora públi-
ca nacional. El spr es lo más cercano 
pero, de acuerdo con información 
de su página web, el sistema cubre 
solo el 49.72% de los televidentes a 
través de veintiséis estaciones ubica-
das en veintidós estados de la repú-
blica. El acceso universal no es una 
realidad, aunque, gracias a las bon-
dades de la televisión digital terrestre 
y a la multiprogramación, televisoras 
como Canal Once, tv unam, Canal 
22, Canal del Congreso y Televisión 
Educativa, utilizando la infraestruc-
tura del spr, pueden ser vistas en pla-
zas donde el sistema tiene cobertura.

Otra de las falencias es la falta 
de recursos. La televisión públi-
ca en nuestro país depende en su 
mayor parte del presupuesto asigna-
do por el Congreso, ya sea el fede-
ral o los estatales. Los montos son 
discrecionales y dependen de la 
“buena voluntad” de los gobier-
nos en turno. No puede autogene-
rar recursos a través de la venta de 
espacios para publicidad (a excep-
ción de Canal 22 que tiene una con-
cesión de tipo comercial) porque la 
Ley Federal de Telecomunicaciones 
y Radiodifusión se lo prohíbe. Lo 
anterior dificulta seriamente su via-
bilidad e independencia.

Además, los exiguos montos com-
prometen la calidad de las produc-
ciones y el acceso a tecnología de 
punta y modernización permanente. 

Veamos. Canal Once ejerce presu-
puestos anuales en torno a los qui-
nientos millones de pesos, Canal 
22 y el spr en torno a los doscien-
tos. Lo anterior contrasta dramáti-
camente con el gasto en publicidad 
gubernamental. De acuerdo con la 
organización civil Fundar, tan solo 
el ejecutivo federal gasta un millón 
de pesos cada hora en publicitar sus 
acciones de gobierno. Con ese ritmo, 
en seis años, Enrique Peña Nieto 
habrá gastado cerca de cincuenta 
mil millones de pesos y, lo más grave, 
concentrado en apenas un puñado 
de medios de comunicación. Fundar 
calcula que la cuarta parte del gasto 
se destina al duopolio televisivo. 
Así, mientras Televisa y tv Azteca 
reciben miles de millones de pesos 
del gobierno federal, hay medios 
públicos estatales que operan con 
menos de veinte millones de pesos  
anuales.

Lo anterior produce un panora-
ma poco promisorio: canales de tele-
visión que no tienen audiencias por 
su oficialismo y falta de producciones 
propias de calidad (entre otras posi-
bles razones) y que, por lo mismo, 
difícilmente son defendidos por la 
ciudadanía. Eso también hace compli- 
cado estimar con justicia su valor 
potencial. La bbc ejerce un presu-
puesto cercano a los seis mil millones 
de euros que procede de los bolsi- 
llos de los ciudadanos que aprecian 
sus contenidos y pagan por poder 
acceder a estos. En contraste, en 
México, el canal público más visto 
es el Once, cuya audiencia represen-
ta apenas el 10% en las grandes ciu-
dades. Según un informe del ift de 
2016, esto representa una sexta parte 
de los espectadores que sintonizan el 
canal Las Estrellas.

La reforma constitucional de 2013 
puso los puntos sobre las íes para 
poder transformar los medios de 
gestión estatal en verdaderos medios 
públicos. Para obtener la concesión 
de uso público, la ley los obligó a de- 
mostrar mecanismos para asegurar la 
independencia editorial, autonomía 

de gestión financiera, garantías de 
participación ciudadana, reglas cla-
ras para la transparencia y rendi-
ción de cuentas, defensa de sus 
contenidos, opciones de financia-
miento, pleno acceso a tecnologías 
y reglas para la expresión de diver-
sidades ideológicas, étnicas y cultu-
rales. Por desgracia, como se puede 
leer en votos particulares de pro-
testa de María Elena Estavillo y de 
Adriana Labardini, comisionada y 
excomisionada del ift, se han otor-
gado concesiones de uso públi-
co sin que esos elementos hayan  
quedado demostrados. También se  
han dado casos en los que los medios  
han creado consejos ciudadanos in- 
tegrados por servidores públicos 
que tienen algún conflicto de inte-
rés con sus directivos o que no tienen 
suficiente autonomía respecto a los  
gobiernos.

Necesitamos una televisión cul-
tural que nos ayude a identificarnos 
pero también a entendernos co- 
mo el país pluricultural que somos. 
Es importante fortalecerla no para 
salvaguardar contenidos acartona-
dos o la transmisión de espectáculos 
de bellas artes. La televisión cultu-
ral tampoco debiera presentar ver-
siones folclorizadas de los pueblos 
originarios o un cúmulo de progra-
mas y series extranjeras. Los medios 
públicos son, en primer lugar, un 
mecanismo del Estado para garan-
tizarnos acceso a la información, 
espacios para la deliberación públi-
ca. Deben ser, por tanto, una alter-
nativa a la programación comercial 
y, por supuesto, constituirse en el 
lugar donde veamos representa-
das nuestras prácticas culturales, 
prácticas pensadas –como diría 
Amparo Marroquín parafrasean-
do a Martín-Barbero– “desde lo 
mestizo, lo impuro, lo fronterizo,  
lo borrado”. ~
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